PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 016 DE 2009 CÁMARA. 
por la cual se establece el derecho a la sostenibilidad fiscal para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho 

Bogotá, D. C., martes 12 de octubre de 2010

Doctor

BERNER ZAMBRANO ERAZO

Presidente Comisión Primera 
Honorable Cámara de Representantes

Ciudad
En atención a la honrosa designación como ponentes para segundo debate del Proyecto de acto legislativo número 016 de 2010 de Cámara, por el cual se establece el derecho a la sostenibilidad fiscal para alcanzar los fines del estado social de derecho, por su digno conducto nos permitimos poner en consideración de la Honorable Cámara de Representantes el siguiente informe de ponencia.
Jaime Buenahora Febres, Adriana Franco Castaño, Miguel Gómez Martínez, Heriberto Sanabria Astudillo, Germán Varón Cotrino, Fernando de la Peña, Ponentes.

I. Trámite
El presente proyecto de acto legislativo es de iniciativa gubernamental. Fue radicado por el Ministro de Hacienda y Crédito Público, doctor Oscar Iván Zuluaga Escobar, el 20 de julio de 2010, siendo publicado el correspondiente texto y exposición de motivos en la Gaceta 451 de 2010.

El texto fue remitido a los suscritos ponentes mediante Oficio C.P.C.P. 3.1-041-2010, del 12 de agosto de 2010, fijándose, de conformidad con lo normado en el artículo 153 de la Ley 5ª de 1992 un término para rendir el informe de ponencia.

Posteriormente se convocó a Audiencia Pública, la cual fue realizada el día jueves 16 de septiembre de 2010 y la cual contó con la participación y asistencia de varias entidades del Estado y de la sociedad civil, como el Ministerio de Hacienda, el Departamento Nacional de Planeación, la Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la Nación, la Universidad Nacional, la Federación Nacional de Municipios, la Federación Nacional de Departamentos, Congreso Visible, entre otros. En aras de la visibilidad del debate y de enriquecer la discusión, los aportes más importantes por parte de la sociedad civil, se encuentran expuestos más adelante.

El primer debate de la primera vuelta se realizó el día 6 de octubre de 2010 en la Comisión Primera de la honorable Cámara de Representantes. Dicha Comisión votó favorablemente el proyecto con una votación de 24 contra 4. 

II. Antecedentes, Objeto y Contenido del Proyecto de ley

En consideración de la entidad autora del proyecto de acto legislativo de la referencia, es necesario ¿adoptar un derecho que contribuye a proteger todos los demás y a darles continuidad bajo las diferentes condiciones que enfrente la economía para atender sus deberes sociales. De este derecho se deriva el deber de todas las ramas y órganos del poder público para que sus decisiones sean acordes con la sostenibilidad fiscal para realizar los propósitos del Estado Social de Derecho. (¿) el Gobierno protege la sostenibilidad fiscal cuando la senda de gasto que adopta en el presente no socava su capacidad para seguir gastando en la promoción de los derechos sociales y en los demás objetivos del Estado en el mediano plazo¿. 

Considerando estos antecedentes, el proyecto de acto legislativo pretende consagrar al concepto de sostenibilidad fiscal como un derecho de todos los ciudadanos, y un deber de todas las ramas y órganos del poder público, considerando que convertir a la sostenibilidad fiscal en un derecho permitirá garantizar los demás derechos, pues de no ser así no existirían recursos para materializar el goce efectivo de los ciudadanos, y para ello propone adicionar los artículos 334, 339, y 346 de la Constitución Política, en un conjunto de cuatro artículos, incluyendo el artículo 4°, que es el de la vigencia del acto legislativo.

El artículo 1°, propone modificar el artículo 334 de la Constitución Política precisando que la racionalización de la economía para mejorar la calidad de vida deberá realizarse en un marco de sostenibilidad fiscal, añadiendo el concepto de progresividad para el acceso pleno a los bienes y servicios básicos. En este mismo artículo se define a la sostenibilidad fiscal como indispensable para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho, consagrándola como un derecho de todos y un deber de las ramas y órganos del poder público, imponiendo al Congreso de la República el deber de asegurar la sostenibilidad fiscal cuando determine el alcance concreto de los derechos sociales y económicos.

El artículo 2°, añade al primer inciso del artículo 339 de la Constitución Política el deber de los Planes de Desarrollo de contar con un marco de sostenibilidad fiscal en la relación de los presupuestos plurianuales, proyectos de inversión y especificación de los proyectos financieros requeridos.

El artículo 3°, que adiciona el inciso 1° del artículo 346 de la Constitución Política disponiendo que el presupuesto anual de rentas y ley de apropiacio nes deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal.

Cuadro comparativo de los textos vigente en la Constitución Política, y propuesto en el Proyecto de Acto Legislativo

	TEXTO 
CONSTITUCIONAL
	TEXTO APROBADO 
EN PRIMER DEBATE

	Artículo 334. La Dirección General de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano.

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y la competitividad y el desarrollo armónico de las regiones.
	Artículo 334. La Dirección General de la economía estará a cargo del Estado en sus niveles nacional y territorial según corresponda. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportun idades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva y programática los objetivos del Estado Social de Derecho.

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones.

	Artículo 339. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución.

Artículo 346. El Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones que deberá corresponder al plan nacional de desarrollo y lo presentará al Congreso, dentro de los primeros diez días de cada legislatura.
	La sostenibilidad fiscal es indispensable para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho. Por lo tanto, es un derecho de todos y es deber de todas las ramas y órganos del poder público colaborar armónicamente, dentro de sus competencias, para hacerla efectiva.
El Congreso de la República, al determinar el alcance concreto de los derechos sociales y económicos consagrados en esta Constitución, deberá hacerlo en tal forma que asegure la sostenibilidad fiscal con el fin de darles, en conjunto, continuidad y progresividad. En todo caso el gasto destinado a la concreción de los fines del Estado Social de Derecho tendrá carácter prioritario.
Artículo 339. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal.

Artículo 346. El Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones, que será presentado al Congreso dentro de los primeros diez días de cada legislatura. El presupuesto de rentas y ley de apropiaciones deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponderá al plan nacional de desarrollo.


III. Consideraciones sobre el Proyecto de Acto Legislativo

1. INTRODUCCIÓN 

La piedra angular sobre la cual descansa toda la doctrina constitucional colombiana y que sirve de lente definitorio e interpretativo de cualquier actividad legislativa de orden primario o secundario a la letra dice: 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA
TÍTULO I
DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES
Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

Articulo 2°. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

El constituyente primario quiso hacer de estos lo s principios rectores sobre los cuales debía fundarse el Estado Colombiano. Son estos pues los objetivos hacia los cuales debe moverse el aparato estatal, pues es ese el mandato otorgado por el pueblo. Cualquier otra visión de los fines últimos del Estado, está llamada a fracasar en el contexto colombiano. Es en este contexto que debe analizarse cualquier iniciativa legislativa, cualquier acto jurídico público o privado, cualquier actividad estatal o personal de quienes conforman el Estado Colombiano. Los principios orientadores sirven como herramienta de interpretación teleológica y sistémica de cualquier disposición jurídica, sin importar su rango o alcance. La sostenibilidad fiscal debe ser un medio, no un fin en sí mismo. Tal es el espíritu de nuestra Carta Política que ha situado la dignidad humana en el centro de cualquier debate político o técnico.

Esta declaración de principios tiene no pocas implicaciones frente al quehacer público diario, aún cuando no se concibe como cláusula de cierre del ordenamiento jurídico. En ese sentido, estamos ante un concepto que no tiene un significado unívoco, pues está condicionada por la decisión política y representativa, tal como lo señala la Corte Constitucional en su Sentencia T-446 de 1992: ¿la expresión `Estado Social de Derecho´ no es unívoca ni ha sido definitivamente incorporada en un solo sentido, ni por la doctrina ni por la dogmática constitucional¿.

Así, estamos ante un concepto que requiere la participación de las autoridades públicas y de la interpositio legislatoris, dado el amplio margen que tiene el Legislador para llenar de contenido los derechos y obligaciones de los ciudadanos y de las autoridades. Pese a su ductibilidad conceptual, no estamos ante una idea que forzosamente deba quedarse sólo escrita en el papel. Al ser un principio fundamental de autodefinición del Estado, este impone obligaciones a cada uno de los integrantes de las Ramas del Poder Público.

La misma Corte Constitucional considera en la sentencia C-713 de 1998, que la Constitución Política niega la idea de un Estado neutral frente a las necesidades públicas, señalando los lineamientos que relacionan a la Carta Fundamental con la economía: ¿La consagración de un título de la Constitución dedicado al régimen económico, pone de presente que en las normas constitucionales pueden encontrarse los criterios superiores llamados a orientar positivamente la vida económica y social, en modo alguno ajena al ordenamiento jurídico. Por consiguiente, los principios constitucionales en asuntos ligados a la economía, por establecer el marco para el ejercicio de la actividad económica tienen carácter vinculante, tanto para las autoridades públicas como para los particulares. En especial, dichos principios y reglas permiten confrontar en términos de validez las políticas económicas y sociales que adoptan el legislador y el gobierno, cuya discrecionalidad política forzosamente resulta limitada. Las normas de la Constitución que se refieren a la vida económica y social, plasman principios, reglas y, además, fijan metas. En su conjunto conforman un orden que se erige en patrón de validez constitucional de las políticas que se formulen y ejecuten por parte de los órganos del Estado y, al mismo tiempo, indican a estos el sentido que debe inspirar el ejercicio diario de sus competencias¿.

Por otra parte, en la Sentencia C-1064 de 2001 determina claramente que ¿El Estado Social de Derecho no impone un modelo económico o social, pero tampoco es indiferente a la realización de valores como el orden social justo y la dignidad humana. Tal interpretación deja a salvo la potestad de configuración legislativa radicada en cabeza del Congreso y de diseño de programas de Gobierno atribuida al Ejecutivo, y busca conciliarla con los contenidos materiales que la propia Constitución consagra y que vinculan a todas las autoridades públicas¿. 

2. LAS FINANZAS DEL ESTADO Y LA LIMITACIÓN DE RECURSOS 

La situación fiscal del Estado colombiano amerita una breve y serena reflexión. La más actualizada información responde al año fiscal de 2009. Para ese efecto, pueden tomarse como base distintas fuentes, verbigracia, los resultados obtenidos por la Contraloría General de la República CGR, los del Consejo Superior de Política Fiscal CONFIS, y los reportes del Banco de la República. Un análisis comparativo de las distintas cifras nos permite obtener una visión mucho más completa sobre la realidad fiscal del Estado colombiano. Basta revisar las cifras globales para comprender la problemática fiscal.

El Sector Público No Financiero SPNF arrojó en 2009 un déficit de 12,97 billones, lo cual equivale al 2,6% del PIB. El más importante agente que presionó este déficit fiscal fue el Gobierno Nacional Central, comoquiera que su déficit pasó entre 2008 y 2009 de 12,2 billones a 20,7 billones. El resto del sector público fue superavitario, pero en inferior monto al superávit del 2008, toda vez que disminuyó de 13,4 billones a 8,8 billones. Es esta combinación lo que nos da la cifra de 12,97 billones de pesos como déficit del SPNF durante el 2009.

Es importante recordar las fuentes totales del Presupuesto Nacional para la vigencia de 2009, cuya programación definitiva se estimó en 138,1 billones, equivalentes al 27,8% del PIB. De esas Fuentes, el 57% provino de recursos corrientes, el 36.6% de recursos de crédito y otros del Tesoro, y el 5,2% de fondos especiales. 

Una preocupación que salta a primera vista al analizar las cifras globales radica en la evolución comparativa de los ingresos y los gastos. Mientras los ingresos aumentaron en 4,8%  entre 2008 y 2009, los gastos lo hicieron en un porcentaje del 13,9%. Básicamente los gastos se distribuyen de la siguiente forma: el 52,5% se destina a los Gastos de Funcionamiento, categoría en la cual el 39% estuvo representado por la programación presupuestal para atender lo relativo a las transferencias; otro 27,5% se destinó a cubrir el servicio de la deuda pública, de la cual el 21,1% correspondió al servicio de la deuda interna y el restante 6,4% al servicio de la deuda externa. 

3. LA SOSTENIBILIDAD FISCAL COMO HERRAMIENTA FINANCIERA 

La consecución de los fines esenciales del Estado Social de Derecho es una tarea titánica. Colombia ha hecho grandes avances en ese sentido y fue precisamente por medio de la Carta Política de 1991 que se produjo el salto cualitativo que permitió reconocer derechos a ciudadanos de manera contundente. Lamentablemente en nuestro país la extrema pobreza, las enormes desigualdades sociales, los malos manejos de los recursos públicos, la carencia de un aparato productivo incluyente y generador de oportunidades de crecimiento personal y económico, entre otras causas, han relegado a buena parte de la población a lo que la jurisprudencia y la doctrina ha llamado ¿estado de cosas inconstitucional¿. Las necesidades insatisfechas de la población son de proporciones críticas, el respecto por la dignidad humana es una lucha que se libra todos los días en el país. Corresponde al Estado ofrecer las soluciones para superar esta situación, pero es evidente que el cambio tiene que derivarse de un proceso en el cual sea posible articular el cumplimiento del respeto por la dignidad humana, con la existencia de los recursos necesarios para hacerlo realidad para todo colombiano. 

Recientemente en su columna del periódico ¿ámbito jurídico¿ el ex Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, Dr. Javier Tamayo Jaramillo, trae unos ejemplos absolutamente alarmantes. Trae a colación la sentencia C-370 de 2006 de la H. Corte Constitucional en la cual se determina que el Estado deberá responder íntegramente por todos los daños individuales y colectivos causados por grupos paramilitares que se hayan acogido a la famosa Ley 975 de 2005. Menciona igualmente la sentencia de 29 de junio de 2010 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, en el cual se condena al Estado a ind emnizar a 90 personas de manera individual y colectiva por reparación de homicidio y desplazamiento de los grupos de autodefensas que podría valerle al erario público (una vez liquidada) la espeluznante suma de 9000 millones de dólares. 

En otras oportunidades los fallos de los jueces han sido exorbitantes y en ese sentido ajeno a la realidad fiscal del país. Ejemplo de ello es la sentencia de tutela que obliga al Estado a la construcción de cárceles dignas, cuyo cumplimiento aún se encuentra pendiente. La sentencia que obliga al Estado a garantizar medicina integral para todo el que así lo necesite. El innumerable número de sentencias de tutela que obligan al cubrimiento de medicamentos de servicios excluidos del POS y que tienen al Fosyga al borde de la quiebra. 

Es cierto que los jueces fallan conforme a la ley. Lo más probable es que en la enorme mayoría de casos, las órdenes de los jueces sean ajustadas a derecho. Pero lamentablemente también es cierto que el Estado colombiano no tiene suficientes recursos para cumplir con las exigencias de quienes pueden materializar sus derechos a través de mecanismos jurídicos como la tutela, y las demandas ante la jurisdicción contencioso-administrativa, y al mismo tiempo cumplir con el mandato constitucional de llevar la dignidad humana a todos los ciudadanos colombianos. 

La consecución de los objetivos del Estado Social de Derecho, para ser una realidad posible en el mediano y largo plazo, para toda la población colombiana, debe enmarcarse en una estrategia progresiva que avance coordinadamente hacia ese objetivo. La sostenibilidad fiscal del Estado debe ser un medio para tal fin. Las sentencias que reconocen en casos individuales los derechos de las personas no son una solución de mediano y largo plazo para el grueso de la población colombiana. Reconocer hoy derechos ciudadanos de manera desmedida sin atender la capacidad financiera del Estado, no solo es irresponsable con las generaciones futuras, sino que atenta contra los derechos de quienes no pueden acceder a dichos mecanismos hoy. Ante la perspectiva real de quiebra por parte de un Estado que no tiene los medios suficientes para cumplir con el mandato constitucional, debemos reflexionar acerca de la manera como queremos materializar el Estado de Social de Derecho. Debemos reflexionar acerca del ritmo que podemos financiar, sin incurrir en créditos de deuda pública externa que a la larga generen un mayor agujero por la obligación de atender el servicio de la deuda. El déficit fiscal del Gobierno central demuestra que un mayor endeudamiento puede que nos saque de apuros temporalmente. Pero con el crecimiento exponencial de erogaciones presupuestales para cumplir con las sentencias judiciales, no tardaremos en estar solicitando nuevos recursos. El Estado Colombiano tiene que ser consciente de sus propias limitaciones. La sostenibilidad fiscal debe fungir como una herramienta financiera para asegurar la independencia y la soberanía naciona l. No podemos pretender gastar lo que no tenemos. El manejo responsable de las finanzas públicas debe ser una prioridad para todas las ramas del poder público. La vigilancia sobre el recaudo, la distribución y la gestión de todo recurso público debe convertirse en un tema prioritario para el Estado, pues son esos recursos los que hacen falta para materializar los objetivos trazados en 1991. 

4. LOS PRINCIPALES RIESGOS FISCALES DEL ESTADO COLOMBIANO 

EL PASIVO PENSIONAL

Si bien en el ejercicio anterior el pasivo pensional tuvo un comportamiento superavitario, no se debe olvidar que se trata de un problema estructural de las finanzas públicas. 

EL Documento CONPES 3358 explica la situación de manera contundente. Dice que el monto de la deuda pensional es extraordinario, y que naturalmente incide en las proyecciones fiscales que se hagan de las transferencias que requiere para su cumplimiento. La divergencia entre ingresos y gastos ha marcado la pauta en la evolución del sistema pensional colombiano, lo que ha implicado una significativa reducción de las reservas. Eso ha llevado a que el Gobierno central tenga que aumentar los montos transferidos al sistema, lo cual ha ejercido presión sobre el gasto público del nivel central. Textualmente dice:

¿En otras palabras, desde hace algún tiempo el sector público hace pagos de pensiones netos de contribuciones al sector privado y estos han venido aumentando significativamente durante los últimos años.

Es importante tener en cuenta que estos pagos no corresponden a compromisos adquiridos en el periodo corriente de este gobierno. Por el contrario, estos corresponden a cancelaciones de obligaciones ya existentes. Según estimaciones del Ministerio de Hacienda, usando datos del DNP, el valor presente neto del pasivo pensional (2006) a cargo de la Nación asciende a 144% del PIB¿.

EL SISTEMA DE SALUD

Según el documento denominado ¿El Régimen de Seguridad Social en Salud: problemas financieros, medidas adoptadas y retos para el futuro próximo¿, elaborado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público: ¿Colombia gasta 6.3% del PIB anual en salud, lo cual sitúa al país en una posición intermedia en el contexto latinoamericano, por encima de Chile, México y Perú y por debajo de Argentina y Brasil. Por otra parte, cuando se desagrega el gasto total en salud, Colombia refleja una alta participación de gasto público (84.2% del total) y un bajo nivel de gasto de bolsillo¿.

Según el informe ¿los recursos destinados a salud, especialmente los recursos públicos, han permitido resultados importantes en materia de cobertura, especialmente de la población más pobre y vulnerable. Mientras la población colombiana pasó de 41.3 millones en 2002 a 44.9 millones en 2009, la cobertura total en salud aumentó de 24.6 millones a 41,1 millones en el mismo lapso, superando en porcentaje el 90% de la población total. El incremento en la cobertura se refleja especialmente en el régimen subsidiado, donde el número de afiliados se ha más que duplicado, de 11.4 millones de colombianos a 23 millones entre 2002 y 2009.

Según las cifra que presenta el Gobierno ¿(¿) el régimen contributivo también ha aumentado la cobertura; los afiliados pasaron de 13.2 millones a 18.1 millones en el período analizado. Este menor crecimiento se explica por un ritmo de creación de empleo inferior al esperado en el momento de la promulgación de la Ley 100 de 1993, y por altos niveles de informalidad, a su vez asociados parcialmente con el comportamiento del crecimiento económico, también inferior al supuesto en el diseño del sistema¿.

Desde la Sentencia T- 760 de 2008 que analizaremos más adelante, el panorama de la salud en Colombia se ha aclarado, pero así mismo se han evidenciado sus fallas. El informe señala que ¿desde el segundo semestre de 2008 el número de recobros NO POS comenzó a incrementarse de manera acelerada, especialmente los autorizados por CTC, en parte como producto de la jurisprudencia d e la Corte Constitucional que buscaba disminuir el acceso a dichas prestaciones mediante el mecanismo de tutela. En efecto, en 2008 se presentaron 138 mil recobros mensuales en promedio, mientras que en 2009 esta cifra se incrementó en 57%, llegando a 217 mil recobros al mes. Este incremento fue especialmente significativo en los recobros por CTC, que pasaron de un promedio de 68 mil por mes a 132 mil, con un incremento de 94%. En el caso de recobros por tutela, la cifra pasó de un promedio de 74 mil al mes a 85 mil, con un aumento de 21%¿.
Según información facilitada por ACEMI (gremio de las EPS de régimen contributivo) el valor total de recobros (por parte de dichas EPS) en 2009 fue de $1.57 billones mientras el total de recobros presentados al Fosyga por la totalidad de entidades se acercó a los $2 billones. Dentro del total de recobros No POS presentados por esta muestra de EPS ($1.57 billones), el costo de los medicamentos ascendió a $962 mil millones, es decir el 60% de los recobros totales. 

Por otra parte hay que resaltar la importancia que tiene para la debate de la salud en Colombia la sentencia de tutela T-760 2008 del magistrado Manuel José Cepeda Espinosa. Se trata de un monumental esfuerzo, por dar luces en la interpretación y aplicación de los principios constitucionales, en lo referente al derecho a la salud, aterrizando a realidades concretas y sistematizando el tratamiento para casos que comportan el mismo problema jurídico. En dicha sentencia precisamente se entra a examinar el tema de la progresividad en la consecución de los fines del Estado Social de Derecho. Hemos seleccionado algunos apartes que consideramos de especial importancia.

¿Algunas de las obligaciones que se derivan de un derecho fundamental y que tienen un carácter prestacional, son de cumplimiento inmediato, bien sea porque se trata de una acción simple del Estado, que no requiere mayores recursos (por ejemplo, la obligación de suministrar la información de cuáles son sus derechos a los pacientes, antes de ser sometidos a un tratamiento médico),[46] o porque a pesar de la movilización de recursos que la labor implica, la gravedad y urgencia del asunto demandan una acción estatal inmediata (por ejemplo, la obligación de adoptar las medidas adecuadas y necesarias para garantizar la atención en salud de todo bebé durante su primer año de vida -art. 50, C. P.-) Otras de las obligaciones de carácter prestacional derivadas de un derecho fundamental son de cumplimiento progresivo, por la complejidad de las acciones y los recursos que se requieren para garantizar efectivamente el goce efectivo de estas facetas de protección de un derecho. Tanto la decisión democrática acerca del grado de protección que se brindará a un derecho fundamental en sus facetas prest acionales, como la adopción e implementación de las formas específicas de garantizar su efectivo respeto, protección y cumplimiento, suponen que el cumplimiento de este tipo de obligaciones se logre progresivamente. En tal sentido, el cumplimiento de este tipo de obligaciones no se satisface con la simple actuación estatal, esta debe ser ajustada a la Constitución, por lo que debe estar encaminada a garantizar el goce efectivo de los derechos. 

Y más adelante: ¿La progresividad justifica la imposibilidad de exigir judicialmente en casos individuales y concretos, el inmediato cumplimiento de todas las obligaciones que se derivarían del ámbito de protección de un derecho constitucional, pero no es un permiso al Estado para que deje de adoptar las medidas adecuadas y necesarias orientadas a cumplir las obligaciones en cuestión, valga repetir, progresivamente. Para la jurisprudencia ¿el que una prestación amparada por un derecho sea de carácter programático no quiere decir que no sea exigible o que eternamente pueda incumplirse¿.

Para el Magistrado Ponente la progresividad debe plasmarse en planes de acción concretos, en cronogramas reales, no en meras expectativas de cumplimiento: ¿Para la jurisprudencia constitucional, cuando el goce efectivo de un derecho constitucional fundamental depende del desarrollo progresivo, ¿lo mínimo que debe hacer [la autoridad responsable] para proteger la prestación de carácter programático derivada de la dimensión positiva de [un derecho fundamental] en un Estado Social de Derecho y en una democracia participativa, es, precisamente, contar con un programa o con un plan encaminado a asegurar el goce efectivo de sus derechos por ello, al considerar un caso al respecto, la Corte señaló que si bien el accionante `no tiene derecho a gozar de manera inmediata e individualizada de las prestaciones por él pedidas, sí tiene derecho a que por lo menos exista un plan¿. 

Continúa citando jurisprudencia de la corporación: ¿En consecuencia, se desconocen las obligaciones constitucionales de carácter prestacional y programático, derivadas de un derecho fundamental, cuando la entidad responsable de garantizar el goce de un derecho ni siquiera cuenta con un programa o con una política pública que le permita avanzar progresivamente en el cumplimiento de sus obligaciones correlativas. En la Sentencia T-595 de 2002 se indicó al respecto lo siguiente,

¿No poder garantizar de manera instantánea el contenido prestacional del derecho es entendible por las razones expuestas; pero carecer de un programa que de forma razonable y adecuada conduzca a garantizar los derechos en cuestión es in admisible constitucionalmente. El carácter progresivo de la prestación no puede ser invocado para justificar la inacción continuada, ni mucho menos absoluta, del Estado. Precisamente por el hecho de tratarse de garantías que suponen el diseño e implementación de una política pública, el no haber comenzado siquiera a elaborar un plan es una violación de la Carta Política que exige al Estado no sólo discutir o diseñar una política de integración social [para discapacitados], sino adelantarla¿. 

Es imposible hacer un análisis pormenorizado de la sentencia, por su extensión y complejidad, pero debe servir para sentar las bases del concepto de progresividad para marcar la ruta entre la sostenibilidad fiscal y la consecución de los fines del Estado Social de Derecho. Concepto que en la presente ponencia cobra especial importancia por ser definitorio del sentido de la modificación constitucional. 

POBLACIÓN DESPLAZADA

Colombia es uno de los países con mayores índices de desplazamiento interno. La violencia en la zona rural ha generado una fuerte tendencia de los habitantes del campo de ir a la ciudad. El Gobierno nacional ha asumido como política pública la atención de esta población vulnerable y ha puesto en marcha varios programas con el objetivo de garantizar sus derechos constitucionales y legales. Según cifras del DNP, el Gobierno nacional ha hecho un esfuerzo importante en el periodo comprendido entre 2002 y 2010. Al respecto el Departamento Nacional de Planeación afirma que:  En consecuencia, los recursos actualmente asignados para este fin se han multiplicado casi 10 veces entre el período 1999-2002 ($543 mm) y el período 2007-2010 ($5,3 billones), en pesos constantes de 2010, como muestra el gráfico 12.1.
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El informe subraya que dicho esfuerzo presupuestal ha sido realizado en el marco de un proceso de ajuste fiscal y de una crisis económica mundial.

¿De esta manera, aún cuando se logró una mejora sustancial en los indicadores fiscales, lo cual impuso restricciones al gasto público, la atención a la población desplazada permaneció en la agenda del Gobierno y los recursos destinados a ella crecieron constantemente¿.

Ahora bien, es claro que la crisis financiera mundial de 2008, sumada a la difícil situación con Venezuela ha complicado el panorama. Si bien el Gobierno ha procurado no reducir el gasto para mantener una postura anti cíclica, esto se ha reflejado en un crecimiento del déficit en 2009, señala el informe. La protección incluyó sectores de alto impacto en el crecimiento y el empleo, proyectos de infraestructura y apoyo productivo y programas sociales para población vulnerable.

LEY DE VÍCTIMAS

Recientemente el Gobierno Nacional presentó el proyecto para la denominada «Ley de Víctimas». Consideramos pertinente traer a colación algunos apartes que reflejan el enorme reto presupuestal que enfrenta el país. En primer lugar, respecto de la limitación de la reparación administrativa encontramos:

¿La CIDH manifestó su preocupación por el contenido del proyecto de ley que se discutió el año anterior, particularmente en lo relacionado con la limitación de la reparación administrativa sólo a víctimas de grupos armados organizados al margen de la ley y la pretensión que tal proyecto contenía de establecer topes a la reparación de carácter indemnizatorio, lo cual resultaría lesivo al principio de la reparación integral. Estas potenciales falencias fueron corregidas y superadas en el texto que se somete a su consideración¿.

Y en el mismo sentido más adelante: 

Ahora, frente a la situación de desplazamiento en Colombia, la CIDH afirma que el fenómeno del desplazamiento interno continúa afectando a la población civil en Colombia. ¿El Registro Único de Población Desplazada registra una cifra total de 3.226.442 de desplazados internos hasta el 30 de septiembre de 2009. Por su parte, la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES) habla de un total de 4.629.190 desplazados internos hasta finales de 2008¿.
La aspiración del Gobierno es poder ofrecer una reparación integral, en su dimensión individual y colectiva. Igualmente aspira poder conceder indemnizaciones apropiadas y proporcionales. Señala la exposición de motivos: 

Así, en una posición garantista de los derechos de las víctimas, a través del Decreto 1290 de 2008, se creó el Programa de Reparación Individual por Vía Administrativa para las Víctimas de los Grupos Armados Organ izados al Margen de la Ley, soportado en el derecho de las víctimas de ser reparadas y en el principio de solidaridad, teniendo claro que las medidas que se otorgan no excluyen otras medidas de reparación que devengan de un proceso judicial, sino que, antes bien, las complementan.

Es importante señalar que los recursos actualmente asignados para este fin se han multiplicado casi 10 veces entre el período 1999-2002 y el período 2007-2010. En lo referente a la evolución de la programación de recursos, entre 1999 y 2002 el monto del Presupuesto General de la Nación- PGN destinado a la prevención y protección, atención y reparación de la población desplazada alcanzó $543.109 millones de 2010; entre 2003 y 2006 este ascendió a $2,0 billones de 2010, mientras que entre 2007 y 2010 el monto destinado a la atención de dicha población, a través del Presupuesto General de la Nación, se estima en $5,3 billones de 2010.
DEMANDAS CONTRA LA NACIÓN

Según un estudio elaborado por el Doctor Néstor Raúl Correa Henao, publicado en la Revista de la Maestría en Derecho Económico de la Universidad Javeriana, ¿en el período 1997 a 2003, 3.000 trabajadores estatales obtuvieron US$8 millones de dólares en condenas en contra del Estado y 2.000 víctimas en su mayoría del conflicto armado obtuvieron US$30 millones de dólares en condenas en contra del Estado, mientras que sólo 42 contratistas hoy van a obtener US$1.500 millones de dólares en condenas contra el Estado. Ello significa que, aproximadamente, sobre un 100% del total de las condenas y demandantes en el período señalado, de US$1.538 millones de dólares pagado o por pagar a 5.042 personas, a los trabajadores (el 59.5% de los demandantes) les corresponde el 0.5% del dinero de las indemnizaciones, a las víctimas del conflicto (el 39.6% de los demandantes) les corresponde el 1.9% y a los contratistas (el 0.85 de los demandantes) les corresponde el 97.5%. Si bien estas cifras tienen evidentemente un margen de error, ellas son indicativas del DES-BALANCE social de los beneficiarios de las indemnizaciones¿. El juicioso análisis de este destacado docente refleja la enorme necesidad de estructurar mecanismos eficientes para la defensa judicial del Estado Colombiano. Pero independientemente de las causas el riesgo persiste, y presupuestalmente afecta el balance de las finanzas públicas.

Por su parte el Contralor General de la República saliente Dr. Julio César Turbay Quintero, manifestó en varias oportunidades que las pretensiones de las demandas contra el Estado alcanzan actualmente a ser tres y media veces el presupuesto de 2010. La suma podría ser superior a los 600 billones de pesos. Especialmente resalta un proceso contra el Ministerio de Agricultura especialmente cuantioso. Es decir que existe un pasivo contingente enorme que puede afectar seriamente la estabilidad macroeconómica del país. 

5. LA SOSTENIBILIDAD FISCAL, UNA HERRAMIENTA ÚTIL 

El Proyecto de acto legislativo pone de presente un tema cuya discusión no puede seguir posponiéndose. Claro que es sano establecer la sostenibilidad fiscal. No solamente la lógica gerencial, sino el más simple sentido común apuntan en la misma dirección. El mismo principio de homeostasis presupuestal se deriva de esa misma lógica. Pero eso implica que debemos desarrollar el concepto de la progresividad en la construcción del Estado Social de Derecho. Y lo que es más importante, esta construcción progresiva no puede quedarse en letra muerta. Tiene que obedecer necesariamente a políticas públicas de largo plazo por parte del ejecutivo, a leyes que atiendan la realidad fiscal del país, y a decisiones judiciales que se enmarquen en las posibilidades reales del fisco. No podemos materializar el Estado Social de Derecho con simples promesas. Tienen que existir planes concretos que permitan vislumbrar el cumplimiento paulatino de los fines esenciales del Estado en el mediano plazo. Pero tampoco podemos renunciar a la existencia misma del Estado por carecer de viabilidad financiera reflejada en la capacidad de restricción y racionalización del ritmo en el cual queremos materializar el bienestar del pueblo. 

Por otra parte hay que hacer absoluta claridad que el primer obligado a garantizar la sostenibilidad fiscal del Estado es el mismo gobierno. Sea este el momento para decir que el manejo de los recursos públicos, bien sea en el recaudo, en la ejecución o en la vigilancia corresponde en primer término al mismo Gobierno. Es el Gobierno quien desde el inicio debe velar porque existan recursos suficientes a través de un eficiente recaudo tributario, de una política pública de atracción a la inversión extranjera responsable y digna, de una liquidación de regalías de recursos naturales no renovables justa y equitativa, de una estructuración y ejecución seria de los grandes proyectos de infraestructura, de políticas de privatización responsables que generen valor agregado para la economía nacional, entre muchos otros temas. 

Introducir el derecho de sostenibilidad fiscal, significa que TODAS las ramas del poder público deben contribuir a la consecución de los fines del Estado Social de Derecho desde donde la Carta Política así se los ordene. Significa que también el ejecutivo demuestre a través del diseño y ejecución oportuna y eficiente de políticas públicas serias y responsables que la sostenibilidad fiscal del Estado Colombiano es una prioridad para todos. 

No puede aducirse que para asegurar la sostenibilidad fiscal del Estado, que es por supuesto un derecho de interés general, se van a hacer nugatorios los avances de la Constitución de 1991. Y lo que es más importante aún ; no puede el Gobierno pregonar la sostenibilidad fiscal por un lado, mientras que por el otro falla en su intento por detener la corrupción, otorga concesiones para la explotación de recursos naturales no renovables a empresas multinacionales con excesivos beneficios, ofrece el aparato productivo estatal a procesos de privatización mal diseñados, etc. Este tipo de actuaciones también serían violatorias del derecho a la sostenibilidad fiscal de interés general en torno al cual gira el presente debate. 

6. QUO VADIS, Colombia? 

Tomando estas señas identitarias del concepto de Estado Social de Derecho, no podemos negar el contenido económico que este por principio tiene, fundamentalmente en el sentido de trazar como fin la igualdad material de todos los asociados, más aún en un siglo caracterizado por la tensión constante entre las normas y la economía de mercado, pues como bien lo advierte Parejo Alfonso ¿el valor conferido actualmente al mercado para la satisfacción de las necesidades sociales puede llegar a determinar un profundo trastocamiento de la interpretación del orden constitucional; trastocamiento que debe considerarse ilegítimo cuando traduce o expresa una reducción del sistema democrático-social a la dimensión propia del mercad-consumo (al tomarse la dimensión del cliente-consumidor como la parte más importante y capaz, por ello, de caracterizar al ciudadano)¿
[1][1].
La igualdad material, como criterio interpretador de la profundización del Estado Social de Derecho en una comunidad nacional, es justamente la principal herencia que este concepto deja al mundo del derecho, en miras a concretar el ideal de justicia que lo sustenta: es por eso que las controversias alrededor de este tratan de establecer los mecanismo económicos y políticos destinados a resolver los conflictos sociales (y de desigualdad) aún presentes en una sociedad como la colombiana. De ahí que, en concepto de la entidad autora del proyecto, un punto de partida en este sentido es la consagración constitucional de la sostenibilidad fiscal como criterio interpretador del bien hacer de la política económica del Estado en función de los sectores vulnerables de la población.

Así, mientras en el mundo del derecho la igualdad formal encuentra su satisfacción en la expedición de normas jurídicas consagratorias de derechos y garantías, la igualdad formal demanda un dúo decisión-acción que es en gran medida de orden económico.

Cuando la Constitución Política consagra en su artículo 334 que el Estado es el director general de la economía, y le otorga un poder de intervención en ella, consagra que si bien existe una libertad de empresa, esa misma libertad no es absoluta pues está supeditada al deber estatal de perseguir el bien general, que en clave de Estado Social de Derecho tiene nombre propio: igualdad material. Estamos entonces ante lo que comúnmente se denomina ¿economía social de mercado¿.

La Corte Constitucional, ha señalado esclarecedoramente un criterio interpretativo, que en nuestro concepto apunta a resolver la evidente tensión entre derechos ciudadanos y limitación económica estatal, al decir: ¿Cabe resaltar, pues, que a diferencia del Estado de Derecho que atiende exclusivamente a un concepto formal de igualdad y libertad, en el Estado Social de Derecho la igualdad material es determinante como principio fundamental que guía las tareas del Estado con el fin de corregir las desigualdades existentes, promover la inclusión y la participación y garantizar a las personas o grupos en situación de desventaja el goce efectivo de sus derechos fundamentales. De esta forma, el Estado Social de Derecho busca realizar la justicia social y la dignidad humana mediante la sujeción de las autoridades públicas a los principios, derechos y deberes sociales de orden constitucional. (¿) De manera más puntual se podría decir, por ejemplo, que la concepción de igualdad material que inspira el Estado Social de Derecho se manifiesta plenamente en el mandato de protección especial a los más débiles, en términos comparativos, en el manejo y el reparto de recursos escasos¿
[2][2].
¿(L)a Constitución hace especial énfasis en la atención de los colombianos que se encuentran en situaciones de miseria o indigencia, cuya carencia de recursos y capacidades productivas los colocan en situaciones de manifiesta marginalidad, debilidad y vulnerabilidad. Por este motivo, los pobres absolutos quedan incluidos dentro del ámbito normativo de los incisos 2° y 3° del artículo 13 de la Carta, lo cual determina la obligación del Estado de implementar políticas de acción afirmativa que propendan la igualdad real y efectiva de este grupo de la población, que se orienten a resolver problemas acuciantes de su mínimo vital¿
[3][3].
¿El artículo 1° de la Carta define al Estado colombiano como un Estado social de derecho
[4][4], de lo cual se desprende el deber de especial protección a los grupos más débiles y vulnerables de la población (C. P., artículo 13), así como la consagración de un importante catálogo de derechos económicos, sociales y culturales (C. P., artículos 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 65, 66, 67, 70 y 71). Adicionalmente, la Carta le confiere una incuestionable prioridad al gasto social (C. P., artículo 350) y le adjudica tareas sociales a las autoridades públicas (C. P., artículo 366) entre otras¿
[5][5].
Encontramos, en conclusión, que el planteamiento de dar rango constitucional a la sostenibilidad fiscal, consag rándola como un derecho de todos los ciudadanos, es un mecanismo razonable a la luz de la búsqueda adecuada de la igualdad material en un entorno económico vulnerable como el colombiano, en el que los recursos financieros por sí solos no plantean una solución en un solo paso y absoluta. En consecuencia, debemos considerar proporcionales las medidas que implicaría incorporar el concepto de sostenibilidad fiscal a la Constitución Política.

Por otra parte, el concepto de progresividad es doctrinariamente entendido frente a los derechos económicos, sociales y culturales, lo que planteado por Robert Alexy en su Teoría de los Derechos Fundamentales, implica una noción de categorizar como principios estas normas que plantean ideales que debe perseguir el Estado, y que le dan su razón de ser. Este autor alemán plantea la idea de estos como ¿mandatos de optimización¿, que ordenan que algo debe hacerse en la medida de lo posible, en la medida de los recursos disponibles, en relación con las posibilidades fácticas
[6][6].

Debe tenerse en cuenta que la gran preocupación frente al principio-concepto de progresividad es que sirva como patente de corso, licencia teórica, o sustento argumentativo para la inmovilidad de los aparatos estatales frente a la concreción de acciones positivas puntuales que rediman a los ciudadanos más débiles de su condición de vulnerabilidad. En este punto vale aclarar que este presupuesto no está contemplado jurídicamente como elemento de la progresividad de los derechos, ni es aceptable como explicación de la inacción estatal.

Como lo plantea la Corte Constitucional en la sentencia T-016 de 2007, al modificar la doctrina y considerar que todos los derechos son fundamentales, sin importar la caracterización, señaló específicamente:

¿El Estado ha de abstenerse de realizar acciones orientadas a desconocer estos derechos (deberes negativos del Estado) y con el fin de lograr la plena realización en la práctica de todos estos derechos ¿ políticos, civiles, sociales, económicos y culturales ¿ es preciso, también, que el Estado adopte un conjunto de medidas y despliegue actividades que implican exigencias de orden prestacional (deberes positivos del Estado).

Según esta óptica, la implementación práctica de los derechos constitucionales fundamentales siempre dependerá de una mayor o menor erogación presupuestaria, de forma tal, que despojar a los derechos prestacionales ¿ como el derecho a la salud, a la educación, a la vivienda, al acceso al agua potable entre otros - de su carácter de derechos fundamentales resultaría no sólo confuso sino contradictorio. Al respecto, se dice, debe repararse en que todos los derechos constitucionales fundamentales ¿ con independencia de si son civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, de medio ambiente - poseen un matiz prestacional de modo que, si se adopta esta tesis, de ninguno de los derechos, ni siquiera del derecho a la vida, se podría predicar la fundamentalidad. Restarles el carácter de derechos fundamentales a los derechos prestacionales, no armoniza, por lo demás, con las exigencias derivadas de los pactos internacionales sobre derechos humanos mediante los cuales se ha logrado superar esta diferenciación artificial que hoy resulta obsoleta así sea explicable desde una perspectiva histórica. 

De acuerdo con la línea de pensamiento expuesta y que acoge la Sala en la presente sentencia, la fundamentalidad de los derechos no depende ¿ ni puede depender ¿ de la manera como estos derechos se hacen efectivos en la práctica. Los derechos todos son fundamentales pues se conectan de manera directa con los valores que las y los Constituyentes quisieron elevar democráticamente a la categoría de bienes especialmente protegidos por la Constitución. Estos valores consignados en normas jurídicas con efectos vinculantes marcan las fronteras materiales más allá de las cuales no puede ir la acción estatal sin incurrir en una actuación arbitraria (obligaciones estatales de orden negativo o de abstención). Significan, de modo simultáneo, admitir que en el Estado social y democrático de derecho no todas las personas gozan de las mismas oportunidades ni disponen de los medios ¿ económicos y educativos - indispensables que les permitan elegir con libertad aquello que tienen razones para valorar. De ahí el matiz activo del papel del Estado en la consecución de un mayor grado de libertad, en especial, a favor de aquellas personas ubicadas en un situación de desventaja social, económica y educativa. Por ello, también la necesidad de compensar los profundos desequilibrios en relación con las condiciones de partida mediante una acción estatal eficaz (obligaciones estatales de carácter positivo o de acción). 

Ahora bien, una cosa es la fundamentalidad de los derechos y otra ¿ muy distinta ¿ la aptitud de hacerse efectivos tales derechos en la práctica o las vías que se utilicen para ese fin. En un escenario como el colombiano caracterizado por la escasez de recursos, en virtud de la aplicación de los principios de equidad, de solidaridad, de subsidiariedad y de eficiencia, le corresponde al Estado y a los particulares que obran en su nombre, diseñar estrategias con el propósito de conferirle primac ía a la garantía de efectividad de los derechos de las personas más necesitadas por cuanto ellas y ellos carecen, por lo general, de los medios indispensables para hacer viable la realización de sus propios proyectos de vida en condiciones de dignidad¿. 

Más aún, existen puntos de cierre que impiden, en principio, el retroceso que el Estado haya materializado en ejercicio de su deber de procurar la igualdad material para todos los ciudadanos.

La teoría de la irreversibilidad de las conquistas sociales, planteada por Konrad Hesse, ha sido recogida por la jurisprudencia constitucional al precisar que ¿implica que una vez alcanzado un determinado nivel de protección, la amplia configuración de libertad del legislador en materia de derechos sociales se ve menguada, al menos en un aspecto: todo retroceso frente al nivel de protección alcanzado debe presumirse en principio inconstitucional y por ello está sometido a un control judicial estricto. Para que pueda ser constitucional, las autoridades deben demostrar que existen imperiosas razones que hacen necesario este paso regresivo en el desarrollo de un derecho social prestacional¿
[7][7].
En este sentido, encontramos que la razonabilidad y proporcionalidad que planteamos para la consagración de la sostenibilidad fiscal como mandato constitucional, en procura de asegurar los recursos económicos que materialicen el Estado Social de Derecho, no puede pretermitir el deber constitucional estatal de tomar medidas activas que hagan realidad los mandatos de este rasgo que ya previamente definimos como fórmula definitoria que desde 1991 enmarca a la República.

PLIEGO DE MODIFICACIONES
En concordancia con las anteriores consideraciones, se estima prudente darle forma al derecho a la sostenibilidad fiscal. Esto es, trazar los límites en los cuales puede ser invocado, y en todo caso poner de presente su función última. El marco de sostenibilidad fiscal así como el derecho a la sostenibilidad fiscal, no pueden en ningún caso oponerse a las principales características definitorias del Estado Social de Derecho en Colombia. 

Consideramos importante aclarar en la primera oración del artículo 334, que cuando hablamos de Estado, dicha noción comprende tanto el nivel nacional como territorial. Pero a raíz del primer debate en la Comisión Primera, la propuesta ha sido levemente reformada. De suerte tal que se propone eliminar la expresión: ¿en sus niveles nacional y territorial según corresponda¿, y por otro lado adicionar más adelante la expresión: ¿en el plano nacional y territorial¿ como veremos a continuación. 
Adicionalmente, el concepto de progresividad que se utiliza en el texto, deberá entenderse en el mismo sentido que lo ha desarrollado la Corte Constitucional. Es decir, que para poder invocar la progresividad como vehículo para la concreción de los derechos sociales y económicos, debe existir en efecto un cronograma real, pues de lo contrario estaríamos frente a una mera expectativa de cumplimiento que terminaría por posponer la materialización del Estado Social de Derecho de manera indefinida. 

Por las razones planteadas, proponemos se adicione al primer inciso del artículo 334 propuesto la siguiente oración: Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva y programática los objetivos del Estado Social de Derecho. Pero en lugar de la oración adicional al final del último inciso del artículo 334 propuesto que a la letra reza: ¿En todo caso el gasto destinado a la concreción de los fines del Estado Social de Derecho tendrá carácter prioritario¿, a raíz del debate generado en Comisión Primera, y en especial según la opinión manifestada por el Representante Bocanegra, se acordó que el sentido de esta oración debía quedar al final del primer inciso del artículo 334 propuesto como veremos a continuación.

De manera tal que el artículo 334 propuesto quedaría de la siguiente manera: 

Artículo 1°. El artículo 334 de la Constitución Política quedará así: 

¿La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva y programática los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 

La sostenibilidad fiscal es indispensable para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho. Por lo tanto, es un derecho de todos y es deber de todas las ramas y órganos del poder público colaborar armónicamente, dentro de sus competencias, para hacerla efectiva.

El Congreso de la República, al determinar el alcance concreto de los derechos sociales y económicos consagrados en esta Constitución, deberá hacerlo en tal forma que asegure la sostenibilidad fiscal con el fin de darles, en conjunto, continuidad y progresividad. 
Proposición:

En atención a las anteriores consideraciones, de manera atenta proponemos a la honorable Cámara de Representantes, dar segundo debate al Proyecto de Acto Legislativo 016 de 2010 Cámara, por el cual se establece el derecho a la sostenibilidad fiscal para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho, con el articulado siguiente según las modificaciones planteadas anteriormente:

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 016 DE 2010 CÁMARA

por el cual se establece el Derecho a la Sostenibilidad Fiscal para Alcanzar los fines del Estado Social de Derecho.
El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 334 de la Constitución Política quedará así:

¿La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva y programática los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 

La sostenibilidad fiscal es indispensable para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho. Por lo tanto, es un derecho de todos y es deber de todas las ramas y órganos del poder público colaborar armónicamente, dentro de sus competencias, para hacerla efectiva.

El Congreso de la República, al determinar el alcance concreto de los derechos sociales y económicos consagrados en esta Constitución, deberá hacerlo en tal forma que asegure la sostenibilidad fiscal con el fin de darles, en conjunto, continuidad y progresividad. 
Artículo 2°. El primer inciso del artículo 339 de la Constitución Política quedará así:

¿Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal¿. 

Artículo 3°. El primer inciso del artículo 346 de la Constitución Políti ca quedará así:

 ¿El Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones, que será presentado al Congreso dentro de los primeros diez días de cada legislatura. El presupuesto de rentas y ley de apropiaciones deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponder al plan nacional de desarrollo¿.

Artículo 4°. Este acto legislativo rige desde su publicación.

De los honorables Congresistas,

Jaime Buenahora Febres, Adriana Franco Castaño, Miguel Gómez Martínez, Heriberto Sanabria Astudillo, Germán Varón Cotrino, Fernando de la Peña, Ponentes.

TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN PRIMERA EN PRIMER DEBATE (PRIMERA VUELTA) AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 016 DE 2010, CÁMARA 

por el cual se establece el Derecho a la Sostenibilidad fiscal para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 334 de la Constitución Política quedará así:

Artículo 334. La dirección general de la economía estará a cargo del Estado en sus niveles nacional y territorial según corresponda. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir, en un marco de sostenibilidad fiscal el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva y programática los objetivos del Estado Social de Derecho. 

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 

La sostenibilidad fiscal es indispensable para alcanzar los fines del Estado Social de Derecho. Por lo tanto, es un derecho de todos y es deber de todas las ramas y órganos del poder público colaborar armónicamente, dentro de sus competencias, para hacerla efectiva.

El Congreso de la República, al determinar el alcance concreto de los derechos sociales y económicos consagrados en esta Constitución, deberá hacerlo en tal forma que asegure la sostenibilidad fiscal con el fin de darles, en conjunto, continuidad y progresividad. En todo caso el gasto destinado a la concreción de los fines del Estado Social de Derecho tendrá carácter prioritario. 

Artículo 2°. El primer inciso del artículo 339 de la Constitución Política quedará así:

Artículo 339. Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de un marco que garantice la sostenibilidad fiscal.

(¿) 
Artículo 3°. El primer inciso del artículo 346 de la Constitución Política quedará así:

Artículo 346. El Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones, que será presentado al Congreso dentro de los primeros diez días de cada legislatura. El presupuesto de rentas y ley de apropiaciones deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponder al plan nacional de desarrollo¿.

(¿)

Artículo 4°. Este acto legislativo rige desde su publicación.

En los anteriores términos fue aprobado sin modificaciones el proyecto de acto legislativo, el día 6 de octubre de 2010, según consta en el Acta número 20 de esa misma fecha; así mismo el citado proyecto de acto legislativo fue anunciado para discusión y votación el día 5 de octubre de 2010, según consta en el Acta número 19 de esa misma fecha.
Emiliano Rivera Bravo,

Secretario Comisión Primera Constitucional.
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